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MAGISTRADO PONENTE
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, octubre veintiocho (28) de dos mil ocho (2008).
ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No.

SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	11:30 a.m.

	Imputado: 
	Julián Mauricio Ángel Ibarra

	Cédula de ciudadanía No:
	1.113.627.063 de Palmira (Valle)

	Delito:
	Hurto Calificado y Agravado

	Víctima:
	Ernesto Díaz Ortiz

	Procedencia:
	Juzgado Único Promiscuo Municipal de Santuario (Rda.) con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia de condena proferida el 21 de agosto de 2008.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Dan cuenta los registros, que el día veintiocho (28) de febrero del año que transcurre a eso de las 7:00 p.m., amigos de lo ajeno, concretamente una pareja con arma de fuego en su poder, ingresaron violentamente a la residencia del señor ERNESTO DÍAZ ORTIZ ubicada en la calle 3ª No 8-02 del municipio de Santuario (Rda.), manifestaron inicialmente que se trataba de un allanamiento, pero luego amenazaron a los moradores con el fin de apropiarse de la suma de doce millones de pesos representado en dinero y joyas.
1.2.- Las primeras diligencias de investigación permitieron identificar como uno de los autores a quien respondía al nombre de JULIÁN MAURICIO ÁNGEL IBARRA, persona en contra de la cual se libró orden de captura. Una vez obtenida la aprehensión, se llevaron a cabo ante el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Guática (Rda.) las respectivas audiencias de legalización de captura, imputación e imposición de medida de aseguramiento. En esa oportunidad, el indiciado NO ACEPTÓ la imputación que se le hizo como responsable en un delito de Hurto Calificado y Agravado (arts. 239, 240 inciso 2º y 241.10 del Código penal); sin embargo, el día veintiocho (28) de mayo retropróximo, Fiscalía y procesado debidamente asistido por un profesional del derecho, llegaron a un preacuerdo por medio del cual éste admitía su responsabilidad en el punible atribuido, a cambio de obtener una rebaja del 45% de la pena por imponer.
1.3.- Con fecha veintiuno (21) de agosto, el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Santuario (Rda.) decidió darle aprobación a esa forma de terminación consensuada del proceso y finiquitó el trámite con un fallo condenatorio por medio del cual: (i) declaró penalmente responsable al acusado en consonancia con los cargos descritos tanto al momento de la imputación como en el acta suscrita contentiva del preacuerdo; (ii) le impuso una pena privativa de la libertad equivalente a diecinueve (19) meses veinticuatro (24) días de prisión, más la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual a la pena principal ya señalada; y (iii) no le concedió el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.
1.4.- Inconforme la defensa con esa determinación, la impugnó; por tal motivo, los registros fueron remitidos a esta Corporación para desatar la alzada.
2.- El Debate

2.1.- Defensor -recurrente-
Su pretensión ante este Tribunal, dice, es obtener la libertad porque el monto de pena impuesta y el hecho de haber reparado a las víctimas así lo permiten.
Dentro de las diligencias se menciona la comisión de otro hecho delictivo en el cual figura comprometido el señor HÉCTOR FABIO HENAO, pero allí no existe prueba siquiera sumaria de que su cliente haya participado en ese comportamiento. No hay lugar por tanto a tener esa situación como un hecho perjudicial para JULIÁN MAURICIO.

Si esa anotación no le resulta adjudicable, si la modalidad delictiva no es muy grave y además se procuró reparar el daño de manera oportuna, es de concluirse la viabilidad del subrogado.

2.2.- Procesado

Se le está enrostrando un antecedente, cuando la realidad es que tuvo problemas con su cédula y no tuvo nada que ver en ese otro proceso.

Su documento de identidad fue utilizado por otra persona y ya fue condenado a 45 meses de cárcel.

El señor HÉCTOR FABIO HENAO ya está purgando la citada condena y por lo mismo es ese individuo y no él quien debe sufrir las consecuencias.

2.3.- Fiscal -no recurrente-

Solicita la confirmación del fallo confutado en cuanto negó el subrogado.

Resalta que el motivo por el cual el juez de primer grado le negó ese beneficio al hoy sentenciado, no es nada diferente a la gravedad de la conducta cometida, no obstante que finamente la pena impuesta fuera menor a los tres años de prisión, en atención a la sustancial rebaja concedida por haber indemnizado a las víctimas.

Nadie puede negar que el hecho realmente fue sumamente grave, puesto que él en compañía de una mujer ingresaron a esa casa y con arma en mano amenazaron a los presentes y se apropiaron de una cuantiosa suma representada en dinero y joyas.

En cuanto a los antecedentes judiciales, el hoy incriminado sí posee una anotación penal por el delito de Homicidio; sin embargo, la juez de conocimiento consideró que dada la vigencia de ese antecedente no se debía tener en consideración.
El otro registro o anotación al que se ha hecho referencia por la parte que impugna, es por Fraude, Falsedad y Estafa, pero allí se juzgó a una persona diferente y JULIÁN MAURICIO no tiene nada que ver en eso. Quien allí figura como responsable es un pariente suyo de nombre HÉCTOR FABIO.

3.- La Decisión

La presente actuación siguió el rito establecido para las terminaciones anticipadas por consenso, habida cuenta de que ambas partes confrontadas llegaron a un acuerdo en el cual se admitía responsabilidad a cambio de recibir un porcentaje de descuento en la pena.
El juez a quo no tuvo inconveniente en aceptar esa negociación por estimarla ajustada a derecho, motivo por el cual la audiencia efectuada con esa finalidad culminó sin oposición alguna. Al cabo de esa diligencia, la judicatura profirió un fallo de mérito por medio del cual declaró la responsabilidad penal y estableció como consecuencia el cumplimiento efectivo de una pena equivalente a diecinueve (19) meses, veinticuatro (24) días de prisión.
La parte que recurre, en nuestro caso la defensa, no ha esgrimido argumento alguno en contra de la declaración de culpabilidad, tampoco en lo referido al monto de la sanción impuesta; empero, enfila su disenso hacia la negación del beneficio liberatorio por medio del instituto contemplado en el artículo 63 del Código Penal.
Como es sabido, este precepto trae consigo un requisito binario que debe ser cumplido in integrum si se quiere tener derecho a su concesión. Uno de ellos, el objetivo representado por el quantum de la pena, aquí se satisface. El otro, definido como subjetivo por ser el trasunto que envuelve la modalidad y gravedad de la conducta, al igual que antecedentes de todo orden que reflejan la personalidad del justiciable, es lo que se discute.
A simple vista se destaca por este Tribunal, la desafortunada intervención de la parte inconforme, porque trae a cuento algo que no fue el punto sustancial para negar el beneficio liberatorio en la primera instancia. 
Como oportunamente lo resaltó la Fiscalía al instante en que hizo uso de la palabra en calidad de no recurrente, el hecho de existir una anotación penal contra otro sujeto de nombre HÉCTOR FABIO HENAO, que a la sazón es un pariente del aquí involucrado, es un planteamiento distractor que a nada conlleva, porque por parte alguna eso fue tenido en cuenta por la a quo para negar el subrogado.
Y en verdad que no tenía porqué tenerse en consideración esa sindicación, si el registro por Fraude, Falsedad y Estafa estaba elaborado a nombre de una persona diferente. Así lo entendió la falladora, así lo tuvo claro la Fiscalía y, por supuesto, así lo visualiza ahora este juez colegiado.

Es contundente por tanto, que con o sin esa sindicación, o con o sin ese otro antecedente por Homicidio en el que sí figura como autor JULIÁN MAURICIO y que fue objeto de análisis por la juez de conocimiento para abonar al estudio de su personalidad, de todas modos la gravedad de la conducta aquí investigada y con respecto de la cual se dio el preacuerdo, es suficiente para que la titular del juzgado cognoscente concluyera que se hacía necesaria la efectivización de la pena intramural. 

Nadie puede negar que el ingreso intempestivo de varias personas extrañas a un inmueble habitado, de noche, prevalidos de armas de fuego, para intimidar a los presentes con la amenaza de causar un daño mayor si no se entregan los bienes que fueron estimados en doce millones de pesos, es una acto que ocasiona un estado de zozobra que pone en riesgo inminente incluso la propia vida de quienes lo padecen. 
Verdad sabida que reparar a las víctimas es un buen paso hacia la rehabilitación y un mecanismo idóneo para obtener sustanciales descuentos punitivos; empero, por la forma en que aquí se obró y por la alarma social que un hecho de esta naturaleza ocasiona, no queda alternativa diferente a sostener que el acusado es una persona urgida de tratamiento penitenciario en los términos indicados por la primera instancia.

La providencia opugnada habrá de confirmarse.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
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